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				RECONOCIMIENTOS

				Todo libro tiene una historia, corta o larga, que le da origen. Es justo decir entonces que en éste se recogen las preocupaciones planteadas en el Seminario internacional sobre regularización de la tenencia de la tierra, planeación urbana y desarrollo sustentable, que se realizó en El Colegio de México los días 2 y 3 de septiembre de 2009. Se presenta asimismo una reflexión académica posterior y comprometida de los especialistas participantes acerca del giro que está tomando la política de suelo en México y en América Latina. 

				La motivación intelectual que planteamos entonces, y que todavía nos impulsa, ha sido la necesidad de reflexionar respecto a que los estados latinoamericanos han venido adoptando principios de la teoría neoliberal y han avanzado en la instrumentación de la desregulación (no intervención del Estado) de las transacciones económicas; en un intento de preservar la libertad individual de los empresarios han creado mecanismos formales para incorporar toda forma de transacción comercial al marco legal en que estos operan. La aceptación irrestricta de tales preceptos ha influido notablemente en la orientación de las políticas públicas. Específicamente en materia de suelo y vivienda los “estados neoliberales” de América Latina han estado generando de manera persistente transformaciones institucionales dirigidas a garantizar los derechos individuales sobre la propiedad, y han adoptado, tarde o temprano políticas de regularización del suelo; igualmente han promovido el fortalecimiento del sector inmobiliario privado en la producción de vivienda. Los promotores de tales políticas han partido del supuesto de que la “legalidad” convierte la propiedad en activos, y en consecuencia los derechos de propiedad son un camino seguro para la disminución de la pobreza. En el modelo neoliberal “la ausencia de claros derechos de propiedad privada es considerada una de las mayores barreras institucionales al desarrollo económico y a las mejoras del bienestar humano”. 1

				Tras observar que los mecanismos formales destinados a regular el acceso al suelo y a la vivienda en México no promueven una libre “competencia”, sino una lucha inequitativa y excluyente por el derecho a la ciudad, e impidiendo un desarrollo ordenado y sustentable de nuestras urbes, nos planteamos, con José Luis Lezama, la conveniencia de reunir a algunos estudiosos de países latinoamericanos con los representantes de las instituciones gubernamentales de México encargadas de hacer frente al proceso de ocupación irregular del suelo. Esto con la intención de discutir de manera conjunta y crítica las políticas aplicadas respecto de la formalización de la propiedad del suelo, y examinar su potencialidad para mejorar la calidad de vida de los pobladores de los asentamientos humanos irregulares, disminuir la pobreza, y contribuir a un desarrollo urbano sustentable. 

				Nuestra propuesta fue acogida calurosamente por El Colegio de México, la institución académica que nos da cobijo, y por la Comisión de Regularización de la Tenencia de la Tierra, Corett, organismo gubernamental que durante cerca de 40 años se ha encargado de aplicar la política pública que nos ocupa.

				Ofrezco mi más sincero reconocimiento a José Luis Lezama, quien como colega me ayudó en forma entusiasta a concretar y a organizar el seminario y promovió su realización junto con Juan Manuel Carrera, director de la Corett. A éste, agradezco que no dudara en observar con una mirada crítica la evolución de la acción regularizadora del organismo que dirigió de 2006 a 2010, periodo en que la operación de la Corett  ya era afectada por las transformaciones institucionales acaecidas desde principios de los años noventa en nuestro país.

				Agradezco también a Silvia Giorguli, Directora del Centro de Estudios Demográficos, Urbanos y Ambientales de El Colegio de México, que nos abriera todos los caminos que conducen a la consolidación de las relaciones de intercambio intelectual. Las dos instituciones mencionadas financiaron el desarrollo del Seminario que está en la génesis del presente libro.

				NOTAS AL PIE

				
					
						1 Harvey, David (2007:73), Breve historia del neoliberalismo, Madrid, Akal.

					

				

			

		

	
		
			
				

				PRESENTACIÓN

				Las discusiones sobre la formalidad y la informalidad como formas de acceso y ocupación del suelo y la vivienda en las ciudades latinoamericanas han venido ocupando un lugar cada vez más preponderante en los ámbitos académico y gubernamental. Dado que varios estados latinoamericanos se han enfilado a favorecer cada vez más, tal como lo dicta la teoría, las instituciones del libre mercado y los derechos de propiedad privada individual con el fin de garantizar doctrinariamente las “libertades individuales”, los académicos nos hemos abocado a reflexionar y examinar críticamente el giro que han tomado las políticas gubernamentales instrumentadas en varios países de la región conforme a la ideología neoliberal. 

				Los académicos participantes en el Seminario internacional sobre regularización de la tenencia de la tierra, planeación urbana y desarrollo sustentable, decidimos continuar la reflexión iniciada y nos propusimos formalizar nuestro esfuerzo analítico en un libro científico cuyo eje articulador fuera el razonamiento sobre las transformaciones institucionales derivadas de la adopción del modelo neoliberal, y las consecuencias, tensiones y contradicciones que ese modelo genera para la política pública. Así, este libro está dirigido a discutir hasta qué punto la lógica de la política de regularización de la propiedad basada en la privatización de activos puede llegar a ser eficaz, o ineficiente y contradictoria, para enfrentar, por un lado, el acceso informal al suelo urbano, y por otro, para disminuir la pobreza e incrementar la calidad de vida de los sectores de la población que no tienen acceso a una vivienda terminada. 

				Los autores de los capítulos incluidos en el texto ofrecen argumentos críticos sobre la internalización de los principios del libre mercado en la política gubernamental que han adoptado los países de la región. Discuten los considerandos que se hallan detrás de la defensa a ultranza de los derechos de propiedad privada, y los argumentos en pro de la delimitación y la asignación de los derechos de propiedad privada, así como de su aplicación mediante políticas de regularización. 

				Los trabajos que aquí se presentan coinciden en varios aspectos: 1) las condiciones estructurales de desigualdad impiden que a la fecha se logre superar las que parecen ser ventajas de lo informal sobre lo formal; 2) las lógicas de formalidad e informalidad se retroalimentan, pero hay asimetría entre quienes acceden al suelo por una u otra vías, de modo que los agentes se mueven y nuestras ciudades se reproducen, dentro de una coexistencia de reglas y prácticas formales e informales; 3) la aplicación de la individualización de los derechos de propiedad presenta grandes contradicciones en América Latina; no todos los poseedores de suelo son agentes económicos que pretendan ser propietarios con el afán de competir en el mercado; la gran mayoría de quienes acceden al suelo en condiciones de irregularidad lo hacen con la “lógica de la necesidad” y lo consideran un patrimonio familiar. 

				Así, si bien este libro incluye trabajos individuales que presentan los aportes generados por cada uno de los autores en sus reflexiones teóricas y sus trabajos de investigación, no se trata en modo alguno de una simple compilación. Hemos intentado cubrir una reflexión que articula los supuestos que subyacen detrás de la adopción de los postulados del modelo neoliberal emprendida por los estados latinoamericanos, los significados e interrelaciones entre el mercado formal e informal que allí se dan, y las transformaciones institucionales de la política pública que de ello derivan, así como el impacto de las formas de mercantilización y apropiación del suelo en la oferta de suelo y vivienda para los sectores más desfavorecidos. 

				La organización del libro

				Iniciamos este texto presentando los trabajos que discuten de manera amplia la problemática de los mercados de suelo, luego vienen aquellas investigaciones que sin dejar de discutir los aspectos conceptuales se instalan preferentemente en el análisis de las políticas de suelo y de vivienda, y, para finalizar se incluye un estudio de orden más metodológico en que se discuten algunos de los conceptos utilizados en varios de los capítulos, se menciona su transformación a indicadores y se rescata la potencialidad de nuevas técnicas de análisis.

				Dado que en cada uno de los capítulos hay una discusión actualizada del comportamiento del mercado de suelo o de las políticas que se han adoptado en América Latina, para enfrentar los procesos de ocupación irregular y dado que cada tesis se sustenta con elementos analíticos y datos empíricos que dan veracidad y coherencia a las nociones aquí expresadas, se ofrece primero una muy breve presentación de los trabajos con la intención de que los lectores se adecuen a la organización del libro, y a continuación se presenta una reflexión conjunta de los aportes de los autores para destacar lo que se considera central en el debate, las coincidencias entre ellos y las diferentes formas de abordar el problema que aquí se plantea.

				Los tres primeros capítulos se refieren a factores que explican la permanencia del mercado de suelo informal en la periferia urbana aun cuando pueda haber tierra disponible en el interior de la ciudad y exista una importante regulación y gestión al respecto. En sus trabajos Samuel Jaramillo González y Pedro Abramo, revisan el concepto liberal de “informalidad” conforme a la tradición marxista con la intención de aportar argumentos recientes a la discusión sobre la renta del suelo urbano y teorizar sobre los efectos de las políticas neoliberales en la dinámica espacial y económica de nuestras ciudades. El texto de Carlos Morales Schechinger, cercano a los anteriores, ofrece una explicación completa sobre la forma en que opera el mercado de suelo, y presenta además una profunda reflexión acerca de cómo podrían influir las políticas públicas sobre él. Este capítulo abre paso a los siguientes, orientados a analizar las tendencias de las políticas públicas en el contexto de las instituciones y de sus recientes giros en algunos países de América Latina, y a mostrar con detalle, valiéndose de distintas experiencias, que los incentivos institucionales y jurídicos instrumentados por las políticas públicas que dotan de seguridad jurídica el suelo y lo integran al mercado formal, presentan limitaciones para conseguir el bienestar general y la erradicación de la pobreza, y acarrean importantes repercusiones en los comportamientos racionales del conjunto de individuos.

				María Mercedes Maldonado, contrasta los discursos y las acciones gubernamentales a partir de la Carta Política de 1991 en Colombia y analiza los avances, limitaciones y obstáculos de las normas y prácticas de la gestión de vivienda de suelo en ese país, específicamente en Bogotá. Hace una exposición completa del desarrollo de los instrumentos de gestión de suelo cuyo objetivo es enfrentar los problemas de escasez de suelo urbanizado a precios accesibles para programas de Vivienda de Interés Prioritario (VIP).

				Edesio Fernandes y Julio Calderón Cockburn presentan evaluaciones críticas de las ideas neoliberales del economista Hernando de Soto y de su aplicación en la política pública, fundamentalmente en Perú. Fernandes critica que las acciones gubernamentales relacionadas con el desarrollo informal en nuestros países se hayan concentrado única y equívocamente en ofrecer seguridad jurídica de la tenencia de la tierra y en soportar los requerimientos empresariales y económicos de ese proceso. Calderón profundiza en la evaluación de la Política Nacional de Formalización (PNF) en el Perú y sus resultados en materia de titulación, crédito y mercados inmobiliarios formales.

				Clara Salazar examina el giro que ha tomado en México el proceso de regularización en un contexto de transformación institucional. Sostiene que los cambios constitucionales que acaecieron en 1992, y que se reivindicaron como mecanismos para superar la informalidad, modificaron no sólo el sistema de propiedad del suelo, sino también el proceso de regularización institucionalizado hasta entonces. Esto ha ocasionado efectos contrarios a los esperados, pues se ha dificultado la formalización de la propiedad de los asentamientos irregulares, y se han provocado circunstancias de conflicto y discriminación entre sus pobladores.

				Las reflexiones en torno a las transformaciones institucionales en México se enfocan desde una perspectiva jurídica en el texto de Vicente Ugalde. El autor hace un análisis de los instrumentos que promueven el derecho agrario y sus instituciones para tramitar los conflictos por el territorio en propiedad social que se dan en la periferia de las ciudades y sus incidencias sobre el proceso de urbanización. Para ello presenta y clasifica las formas mediante las cuales se procesan jurídicamente los litigios y los incentivos normativos que a partir de 1992 han venido transformando las motivaciones, el desarrollo y los resultados de los conflictos y las prácticas asociados con el suelo periurbano. 

				En el penúltimo capítulo incluido Edith Jiménez, Heriberto Cruz y Claudia Ubaldo se adentran en una faceta de la informalidad poco explorada por la literatura y aun menos tomada en cuenta en las políticas públicas de largo plazo. Llaman la atención sobre el vacío que existe en las políticas de regularización y de vivienda, más allá de la seguridad jurídica, frente a las necesidades cambiantes de las familias. “La nueva irregularidad” es consecuencia de las dificultades que implican los procesos de sucesión legal, ya que no se prevé en vida la trasmisión patrimonial de la propiedad debido a que para el Estado, una vez hecha la regularización, esas poblaciones dejan de recibir atención pública en otros ámbitos relacionados con ella.

				Finalmente, Priscilla Connolly se refiere a los principales cambios en la producción informal de vivienda y en las construcciones que ya existen, así como a su incidencia sobre el crecimiento urbano en el contexto de las transformaciones legales y económicas de principios de los noventa. Una de las principales aportaciones de esta autora es que utiliza los avances en técnicas espaciales y SIG en combinación con los análisis cualitativos para estudiar las expresiones y dinámicas territoriales de los desarrollos urbanos formales e informales en la ZMVM. 

				De las contribuciones fundamentales de los autores

				La congregación de varios especialistas nos permite ofrecer un panorama actualizado del debate en torno al mercado de suelo en un contexto de libre mercado, y en particular del papel que desempeñan los estados latinoamericanos en el acceso al suelo y a la vivienda mediante el diseño y aplicación de políticas, sustentadas en el principio neoliberal de que la definición de los derechos de propiedad privada es una condición necesaria para la generación de la riqueza y la superación de la pobreza.

				Las aportaciones fundamentales de este texto derivan de las controversias de los autores —que parten de diferentes perspectivas disciplinarias— con los teóricos del neoliberalismo; en particular el debate sobre los postulados centrales en que se sustentan las reformas de las políticas públicas en los países latinoamericanos. Retomando a Harvey (2007), éstos pueden resumirse en cinco puntos: 1) favorecer los derechos de propiedad privada individual, el imperio de la ley y las instituciones de libre mercado y comercio; 2) garantizar la libertad de los empresarios y de las corporaciones, pues ellos son fuente de innovación y riqueza; 3) ofrecer que a partir de los incrementos de la productividad han de lograrse mejoras en los niveles de vida de toda la población; 4) llevar a todos los actores económicos a actuar en el mismo marco regulatorio de los empresarios, y 5) considerar que la legalización y la individualización de los derechos de propiedad privada son las únicas posibilidades de alcanzar el desarrollo económico y el incremento del bienestar humano.

				Tensiones y contradicciones generados por el modelo neoliberal

				Una primera controversia con los teóricos del neoliberalismo parte de la interpretación de las consecuencias de la individualización de la propiedad, y en particular la que resulta de la política de regularización. A partir de sus análisis en Brasil, Colombia, Perú y México, los autores coinciden en que son muchos los problemas no resueltos derivados de la instrumentación de la propuesta neoliberal para favorecer las instituciones de libre mercado y reivindicar los derechos de propiedad de la tierra o de vivienda como mecanismo para superar la pobreza y la informalidad, así como para generar crecimiento económico. 

				Los autores sostienen que la institucionalización de las ideas neoliberales promovidas por el libre mercado, no sólo acarrea la privatización y el auge del capital privado en la provisión de la vivienda, si no también la crisis del Estado como regulador y promotor de ella. En los capítulos de Jaramillo, Abramo, Maldonado y Connolly se asegura que las decisiones de gobierno que privilegian la vivienda de más alto precio incentivan acciones que contribuyen a la expansión urbana, a la gentrificación y a una falta de integración socioespacial. Igualmente se explica que el mercado mismo genera y reproduce en forma simultánea las dos lógicas de producción de la ciudad: la compacta o intensiva en usos del suelo y la difusa o extensiva sobre áreas no urbanizadas. 

				También insisten en que si bien hay reglas formales y se han creado instrumentos muy poderosos, su aplicación no ha logrado favorecer a las familias más pobres con el acceso a una vivienda digna. Morales y Maldonado hacen evidente que los instrumentos ligados a la reglamentación de usos y la acción pública directa, privilegian los usos rentables y la valorización del suelo de propiedad privada sin ofrecer contraprestaciones a favor de la colectividad. Morales alerta asimismo sobre el insuficiente empleo de las reservas territoriales como instrumento para la generación de suelo servido.

				Otra vertiente está dirigida a cuestionar la liberalización de la regularización. Salazar analiza las mutaciones del proceso en el contexto institucional que privilegia el libre mercado. Observa que el proceso de regularización en México se encamina hacia la privatización, y que esto está ocasionando que las nuevas “empresas asesoras” que lo gestionan ganen peso ante el Estado; esos nuevos actores privados no actúan bajo ningún tipo de regulación; imponen sus tarifas en función de sus utilidades y hacen de los procedimientos de regularización una fuente de ganancias económicas y especulación. Las consecuencias inmediatas de privilegiar el libre mercado no han sido la eficiencia en los procedimientos, el aumento en el ritmo de las titulaciones, ni el incremento del bienestar de la población; todo lo contrario, se han frenado las acciones de regularización, porque la Corett visto impedida de ejecutar expropiaciones, y también porque se han encarecido los trámites que ofrecen los nuevos actores privados, sembrándose con ello el germen de la confusión, la desconfianza y el conflicto entre los pobladores de los asentamientos irregulares y los propietarios originales del suelo. 

				De las reflexiones anteriores surge una tercera polémica con el pensamiento neoliberal. A diferencia de los teóricos de esa doctrina, que siempre esperan maximizar la eficiencia económica, todos los autores participantes expresan la pertinencia de evaluar qué tan positivo puede ser el aumento de los precios del suelo y de las propiedades como efecto de la regularización. En varios capítulos (Jaramillo, Maldonado, Abramo, Morales, Fernandes) se sugiere que el aumento de los valores del suelo que resulta de la regularización no constituye necesariamente una oportunidad para los pobladores de los asentamientos irregulares. Dichos autores encuentran efectos imprevistos como la especulación, el incremento de los alquileres, la saturación de la infraestructura y de los servicios públicos, y la gentrificación. Observan en paralelo que se produce una escasa oferta de viviendas de bajo precio, la eliminación de otras alternativas comunitarias de acceso a la vivienda (autogestión o vivienda progresiva), y la reducción de las posibilidades de acción de las organizaciones populares de vivienda. Además, se estimula la generación de nuevos asentamientos irregulares con expectativas de legalización sin condiciones urbanas y ambientales sostenibles. 

				Un cuarto ámbito de discusión es el relativo a la posibilidad de incluir en las reglas formales todas las transacciones referentes a la propiedad del suelo. Jaramillo, Abramo y Morales refutan la propuesta neoliberal con el argumento de que en la práctica no existen formas puras de mercado de suelo y se presenta la coexistencia de las formas de producción mercantil simple y capitalista a partir de relaciones de competencia. Concluyen que en el espacio económico y urbano latinoamericano se combinan varios tipos de agentes y racionalidades, que según su óptica, responden a cálculos mercantiles y no a una inercia cultural. 

				Salazar puntualiza que la modificación de las reglas formales con el objetivo de favorecer los negocios particulares produce nuevos marcos de relaciones y prácticas que redistribuyen el poder, los recursos y los beneficios entre los actores que participan en el mercado del suelo; se hacen concesiones cuyos resultados son lucrativos para unos y deficitarios para otros. En el tránsito de lo informal a lo formal y de lo social a lo privado se admiten nuevos agentes privados que compiten con las instituciones del Estado y las debilitan como gestoras legítimas de la regularización y del orden urbano; se aumentan los intermediarios, y con ello se duplica los focos de interés y se vulnera la posibilidad de los pobladores de obtener la seguridad sobre su propiedad. 

				Desde una perspectiva jurídica Ugalde se refiere a las dificultades de institucionalizar una nueva dinámica en los procesos de regularización. Tras clasificar las controversias que se ha tramitado en los tribunales, presenta los principales conflictos, recursos de revisión y controversias en que participan sujetos de derecho agrario y se resuelven en las instituciones agrarias. Llega a la conclusión de que la disputa de fondo en todos los procesos revisados es la posesión y propiedad del suelo, y se evidencia que el suelo que transita de social a privado en las áreas de expansión urbana es cada vez más un territorio causal de pugnas de todo tipo derivadas del poder que vienen ganando quienes ya vendieron el suelo, y esto gracias a los incentivos que promueven la formalización de lo informal.

				Connolly contribuye a este debate observando que la orientación divergente de los mecanismos de control que acotan las políticas urbanas y la falta de coherencia entre las políticas locales y las federales dirigidas a producir vivienda nueva formal saturan el mercado y mantienen la exclusión de los más pobres; las condiciones macroeconómicas con sus efectos sobre el precio del suelo y las transformaciones jurídicas en materia de suelo social promueven e incentivan el aprovisionamiento de suelo y vivienda para los asentamientos irregulares.

				La legalidad que ha promovido la ciudad neoliberal, y la desregulación que ha favorecido el Estado se ven como incentivos de la exclusión y promotoras de la reproducción del mercado informal. Los autores que colaboran en este libro dan evidencias de las paradojas del modelo neoliberal: favorecer los derechos de propiedad privada individual no contribuye a la disminución de la pobreza ni al aumento de acceso a la vivienda; garantizar la libertad de los empresarios y de las corporaciones no conduce a la redistribución de la riqueza, sino que genera nuevas relaciones de poder que incrementan las diferencias entre los niveles de vida de la población; no todos los que acceden a una vivienda son actores económicos que puedan actuar dentro del mismo marco regulatorio; los derechos de propiedad privada no generan necesariamente desarrollo económico ni incremento del bienestar humano. Se asiste entonces al retorno o reafirmación del mercado de suelo como fuerza que potencia la producción de una estructura socioespacial desigual, pero bajo formas institucionales distintas.

				La reflexión en torno al mercado informal del suelo

				Otra de las aportaciones centrales de este libro es el debate sobre la noción liberal de la informalidad y sus líneas de política. La controversia comienza bajo el entendimiento de que las políticas que se han adoptado conforme a la ideología neoliberal asocian el bienestar general al libre funcionamiento del mercado y al papel del Estado como facilitador de los desarrollos formales, de la seguridad de los derechos de propiedad y de la libre competencia. Además que en materia urbana esto se expresa primero en la ocupación irregular del suelo, mediante transacciones informales, y después con la formalización de los derechos de propiedad son la regularización del suelo y la promoción de la autoconstrucción como motor de las actividades productivas. 

				La discusión teórica sobre la formalidad y la informalidad se canaliza básicamente por tres vertientes: la de una lectura renovada de la Teoría de la Marginalidad y de las políticas aplicadas; la de su revisión en relación con los derechos económicos, y la de su consideración desde el punto de vista jurídico. Acerca de la primera vertiente, Jaramillo explica que en el tránsito de la sociedad tradicional a la moderna subsisten y se reproducen valores anclados a grupos que permanecen al margen del proceso de modernización con limitadas posibilidades de adaptación. A partir de esto reflexiona sobre dos líneas: la que sostiene que ese bloqueo es transitorio, inercial y sin responsables y promueve la regulación de la “informalidad” como forma de intervención del Estado para integrar esos grupos, y la que plantea que los grupos dominantes son los responsables y propone orientar los recursos del Estado a apoyar procesos sociales (no inmobiliarios) de acceso a la vivienda. En su crítica al dualismo derivado de la teoría de la marginalidad, Jaramillo asegura que la situación actual es resultado del proceso estructural de acumulación capitalista, para el cual la precariedad es funcional. Así, la marginalidad espacial urbana y la autoconstrucción se mantienen porque son la representación del sistema de bajos salarios y una forma de trasladar el costo de producción a los trabajadores. 

				En relación con los derechos económicos, Abramo se aboca a esclarecer las características irregular o arregular del mercado informal de suelo. Reflexiona sobre la existencia de la institucionalización de prácticas socialmente aceptadas que regulan y reproducen las relaciones mercantiles informales fuera del marco jurídico formal. Advierte que la economía informal y su expresión en la producción del espacio urbano existen en relación con lo formal; así, el efecto del funcionamiento de los submercados formales e informales, que resultan ser similares, es lo que produce un conjunto de resultados espaciales, cuya estructura es compacta y difusa al mismo tiempo. El autor denomina a este fenómeno la ciudad COM-FUSA. Entre las contribuciones significativas de Abramo, figura la elaboración de una taxonomía de los submercados informales de suelo y de los elementos que determinan su estructura. Identifica las particularidades y semejanzas del mercado informal y su contraparte formal. 

				Morales contribuye a esta reflexión aportando una clasificación de los agentes que intervienen en los mercados formal e informal, e identificando tres tipos de actores por el lado de la oferta: propietario usurario; propietario inversionista y propietario patrimonialista; cada uno cuenta con una racionalidad económica propia y una noción distinta de propiedad. A partir de su análisis reconoce la existencia de conductas combinadas y la importancia de los incentivos del marco jurídico y del poder de control y sanción sobre la operación del mercado. Explica con precisión cómo se forma el precio del suelo a través de la demanda derivada y presenta las diversas modalidades de renta del suelo: diferencial, absoluta y monopólica. Reafirma lo ya señalado por los otros autores: que el mercado del suelo opera bajo leyes formales e informales vinculadas. Reitera que la informalidad es cada vez más una estrategia de maximización de ganancias para los propietarios y promotores, con lo cual se precarizan las condiciones de acceso y calidad de vida de los pobres urbanos que ya antes no tenían acceso a una vivienda terminada, pero también de ciertos sectores de la población que podían proveerse del mercado formal.

				Desde el punto de vista jurídico, Fernandes censura que las acciones gubernamentales relacionadas con el desarrollo informal en nuestros países se hayan abocado única y erróneamente a ofrecer seguridad jurídica sobre la tenencia de la tierra y a soportar las consecuencias empresariales y económicas de ese proceso. El autor hace una crítica teórica y metodológica al concepto de capital muerto, así como a la propuesta de Hernando de Soto sobre el empoderamiento jurídico de los pobres a través de los títulos y de los derechos individuales de propiedad como elementos determinantes del desarrollo económico. Reconoce los errores y aciertos de la propuesta de De Soto y llama la atención sobre la necesidad de sacar del ámbito meramente jurídico los conceptos “formal” e “informal” y de reconocer sus múltiples características para ligarlas con factores estructurales que, más allá de la titulación, estén relacionados con la redistribución de la riqueza y el ingreso.

				La cuestión metodológica

				En lo que toca al orden metodológico, los trabajos siguen diferentes rutas y utilizan distintas estrategias analíticas. Se identifica en los razonamientos una crítica a la teoría neoliberal fundamentada en los diferentes marcos explicativos que ya comentamos. Estos textos no recurren a modelos disciplinarios rígidos, intentan más bien integrar conceptos provenientes de la sociología, la economía y la jurisprudencia, así como combinar técnicas cuantitativas y cualitativas apoyándose en muy variadas fuentes de información. Los investigadores manejan información estadística, que proviene de bases de datos oficiales no publicadas, datos recopilados por medio de encuestas, y entrevistas con informantes clave diseñadas para sustentar sus trabajos; igualmente se observa un fuerte contenido analítico de documentos reglamentarios. 

				La heterogeneidad de las estrategias que se siguen no implica que se hayan superado todas las dificultades que surgen al utilizar las herramientas analíticas vigentes para interpretar, principalmente, la dinámica de los precios del suelo urbano en las denominadas formas no mercantiles de producción. Se advierte que se construyen indicadores y se consultan fuentes de información poco desarrolladas, pero es necesario contar con esos datos para avanzar en explicaciones y propuestas de política pública frente a la inherente relación entre los mercados formales y los informales. 

				En este espacio de orden metodológico es justo dar cabida al trabajo de Priscilla Connolly, quien utiliza algunos avances relevantes en materia de técnicas espaciales y SIG en combinación con análisis cualitativos para examinar las expresiones y dinámicas territoriales de los desarrollos urbanos formales e informales en la ZMVM. Con base en una metodología en que se utilizan varias técnicas de análisis, la autora analiza los principales cambios en la producción informal de vivienda y en las construcciones existentes, así como su expresión sobre el crecimiento urbano dentro del contexto de transformaciones legales y económicas de principios de los noventa. Plantea que un rasgo característico de la estructura urbana de la ciudad es la interdependencia entre la urbanización regular y la irregular, y que la influencia mutua entre ellas genera “reglas” que orientan el proceso en su conjunto, le dan legitimidad, provocan traslapes en la demanda del mercado inmobiliario y propician las relaciones de competencia por los insumos.

				En su análisis Connolly se afana por mostrar estadística y geográficamente cómo se vienen combinando y multiplicando los tipos de irregularidad en la ZMVM. Advierte que aunque es difícil definir la irregularidad, pues incluye elementos que van más allá de la posesión legal de un título, algunas herramientas propias de disciplinas como la arquitectura y el urbanismo pueden ayudar a explicarla y definirla con mayor exactitud. Asimismo alude a los diferentes conceptos de “tipos de poblamiento” y los relaciona con los datos censales del periodo 1990-1995 integrando fechas de urbanización, propiedad del suelo e indicadores sociodemográficos. Plantea una pregunta metodológica: cómo definir y medir la informalidad. Los resultados muestran el gran peso de la urbanización informal mediante la evidente densificación de las urbanizaciones ya existentes y no con la edificación de viviendas nuevas (lo que Abramo define como lotificación); sin embargo, ésta contribuye cada vez más a la expansión de los municipios metropolitanos en las nuevas periferias con los conjuntos habitacionales. Demuestra que la expansión urbana está lejos de distribuirse de manera uniforme en el territorio y en el tiempo.

				Limitaciones de la política de regularización en la experiencia latinoamericana

				Los autores interesados en analizar el tema presentan datos sobre la cobertura que se ha alcanzado en materia de titulación y reconocen los avances al respecto, pero mencionan sus rezagos y retrocesos, así como las numerosas fallas y limitaciones de las acciones que se han emprendido atendiendo a las promesas de terminar con la pobreza y la irregularidad y contribuir con el orden urbano. Sustentan sus argumentaciones en las experiencias de Brasil (Abramo) Perú (Fernandes, Calderón), Colombia (Maldonado) y México (Morales; Salazar; Ugalde; Jiménez, Cruz y Ubaldo, y Connolly). 

				Por un lado se refieren a las dificultades que han de sortear los pobladores para obtener los títulos (Salazar) y a las que enfrentan los ya beneficiados para recibir créditos de la banca privada, así como a los motivos que los llevan a no solicitarlos (Fernandes, Calderón). Se argumenta también que en materia de consolidación, la titulación no constituye un requisito para la inversión permanente de los titulares en el mejoramiento de la vivienda. Específicamente se demuestra (Abramo, Calderón, Morales, Maldonado) que la titulación eleva los precios del suelo urbano. Igualmente se mencionan las discrepancias entre los niveles de formalización jurídica y la no formalización de procesos relacionados con el pago de tributos y el registro de la propiedad (Calderón; Jiménez, Cruz y Ubaldo). Es decir, se puntualiza que la formalización de la propiedad no impide la evasión de otras erogaciones que ésta requiere, lo cual propicia la reproducción de otras formas de irregularidad y el incremento del mercado inmobiliario no formal. De acuerdo con lo anterior, los pobladores excluidos por el mecanismo de los precios y los incentivos citados siguen buscando un espacio en donde asentarse fuera de lo formal, y esto conlleva la perpetuación de la irregularidad.

				Otra de las limitaciones que encuentran los autores en la política de regularización es la desarticulación entre la titulación, las políticas de provisión de servicios e infraestructura urbana, y la creación de reservas territoriales. Morales puntualiza que aunque se trata de un mismo fenómeno, el carácter de las reservas territoriales es preventivo, mientras la regularización es una “política curativa” que está lejos de promover una distribución equitativa y que además favorece que con el mercado formal se incentiven las prácticas de ocupación informal. 

				Jiménez, Cruz y Ubaldo refieren otra debilidad de la regularización en México. La falta de previsión en el origen de la política de regularización ocasiona que los beneficios queden limitados a la primera generación de dueños, lo cual la hace insostenible y acarrea “nuevas irregularidades” asociadas a la garantía de la seguridad patrimonial. Esto se confirma al observar la baja proporción de testamentos elaborados en las colonias regularizadas y el aumento del número de propiedades intestadas. Los principales motivos, son los costos económicos, temporales y psicológicos del proceso; los problemas asociados con las inadecuadas concepciones sobre la trasmisión oral y automática de los títulos, los conflictos familiares, y los temores a entrar en otros problemas relativos a la seguridad de un techo; adicionalmente influyen también la subdivisión interna de los terrenos y las nuevas construcciones que se erigieron después de la regularización. 

				Finalmente se alerta sobre las inconsistencias que acompañan el giro de los procesos de regularización con las reformas de 1992 en México. Tanto Salazar como Ugalde mencionan los escollos que es preciso salvar para lograr el tránsito hacia una privatización individualizada de la tierra social en un marco institucional que incentiva y reproduce la exclusión y la irregularidad. La regularización que se lleva a cabo conforme a las nuevas reglas se avala, al amparo de las instituciones formales, en las “pautas” del libre mercado (negocio), pero con un ingrediente adicional: el reconocimiento masivo de los derechos de propiedad de los pobladores pierde peso y se negocia de forma individual entre algunos ciudadanos (los ejidatarios) que toman decisiones sobre el derecho de otros ciudadanos (los pobladores) a la posesión legal de sus predios. 

				Algunas sugerencias a la acción del Estado

				Ante la lectura crítica del giro de las políticas estatales en un contexto de libre mercado, así como de las limitaciones en la formalización de los derechos de propiedad, hemos dejado para el final algunas sugerencias que fueron expuestas en el libro y que plantean otras líneas de acción que podrían llevar a la práctica los estados latinoamericanos. 

				Una de las propuestas centrales de los estudios es incentivar las políticas de producción estatal de vivienda que ofrezcan una respuesta a los pobladores, más allá de la autoconstrucción, y que superen las acciones esporádicas pues estas se han convertido en una política de asignación de beneficios a otros agentes diferentes de los que deberían recibirlos. 

				Otra de las mociones es ligar la regularización con ciertos factores estructurales que, más allá de la titulación, están relacionados con la redistribución de la riqueza y el ingreso. Por ejemplo, Fernandes asegura, sin ánimos maniqueos, que para la erradicación efectiva de la pobreza además de la seguridad jurídica, se requieren inversiones y políticas públicas asociadas con mejoras en la educación, la generación de ingresos y la dotación de infraestructura. Hace un llamado a emprender un análisis que verifique exactamente los costos y beneficios de las políticas de regularización superando la visión simplista de la titulación. Para ello sugiere que se democratice el acceso a la tierra a partir de la superación de acciones sectoriales, de la promoción de políticas de integración socioespacial que articulen medidas para hacer posible el acceso al suelo servido y a la vivienda, y de la aplicación de medidas fiscales adecuadas.

				Calderón expone que es necesario brindar una atención institucional coordinada y descentralizada mediante la intervención en todos los tipos de tenencia del suelo (incluyendo la privada y la comunal) y la formalización de la vivienda. Considera importante superar las políticas de regularización aisladas por medio la promoción de instrumentos de acceso al suelo y del fortalecimiento de mecanismos de control, regulación y sanción, definiendo los roles y responsabilidades del Estado y de la inversión privada y empresarial. Sugiere acercarse a las políticas urbanas que asuman la propiedad como valor de uso y no sólo como valor comercial, económico o patrimonial. 

				La propuesta alternativa de Abramo es una coordinación equilibrada entre el Estado y el mercado público que promueva una ciudad con mejores condiciones para el acceso y la distribución de la riqueza generada. Maldonado plantea la necesidad de incentivar procesos que garanticen a los sectores de bajos ingresos el acceso a “lotes con urbanismo” es decir, suelo urbanizado a bajo precio, vivienda digna, integración socio-espacial y la construcción de la ciudad a partir del esfuerzo colectivo. Todo valiéndose de políticas que reconozcan los avances jurídicos ya logrados y enfrenten la tendencia a la promoción del mercado en medio de las avanzadas expresiones de retiro del Estado de la política urbana.

				Jiménez, Cruz y Ubaldo sugieren que los programas gubernamentales de regularización respondan al interés de facilitar los trámites de la sucesión de la propiedad con incentivos para que los titulares favorecidos en los procesos de regularización realicen una trasmisión legal de su propiedad después de su fallecimiento.

				Se espera que los textos aquí incluidos, estimulen la reflexión sobre el funcionamiento de la política de suelo en las ciudades latinoamericanas y generen nuevas inquietudes académicas. Asimismo, que contribuyan a alentar cambios en la política pública y a poner en marcha instrumentos fiscales que desincentiven la retención de predios y permitan la redistribución de plusvalías hacia las finanzas locales. Consideramos necesario avanzar en el esclarecimiento de las relaciones entre el mercado de suelo formal e informal y entre las formas que están adoptando los procesos de producción del hábitat popular y los giros de la política pública para enfrentarlos. Sólo mediante una deliberación conjunta es posible vincular conceptos que aporten sólidos argumentos para incentivar la redefinición de una política de suelo con respuestas creativas dirigidas a la producción de una vivienda digna para los sectores de bajos ingresos. 

				Clara Eugenia Salazar Cruz

				
			

		

	
		
			
				

				URBANIZACIÓN INFORMAL: DIAGNÓSTICOS Y POLÍTICAS. 
UNA REVISIÓN AL DEBATE LATINOAMERICANO PARA PENSAR LÍNEAS DE ACCIÓN ACTUALES

				Samuel Jaramillo González1

				Uno de los debates más animados y más ricos respecto a la realidad social de América Latina ha sido el desarrollado a lo largo de décadas a propósito de la urbanización “espontánea”, “marginal”, “informal; las denominaciones cambian, pero se refieren a las prácticas de hacer ciudad que efectúan los mismos pobladores empobrecidos y que constituyen uno de los elementos definitorios de nuestras urbes. Las interpretaciones se han sucedido unas a otras y se han contrapuesto, en ocasiones con no poca originalidad desde el punto de vista conceptual, y han estado ligadas a líneas de política que han inspirado acciones estatales concretas. El momento actual no es una excepción, con la noción liberal de “informalidad” y sus políticas asociadas de subsidios a la demanda y legalización de la tenencia que son el referente de las políticas dominantes al respecto. Lo peculiar, sin embargo, es que los defensores de esta visión, y tal vez sus críticos, tienden a ignorar los antecedentes de estas discusiones y, quizás sin saberlo, repiten en versiones empobrecidas o ignoran elementos de discusión muy valiosos que habrían podido considerarse conquistas conceptuales si el pensamiento sobre lo social fuera solamente acumulativo. 

				En este texto se hace una rápida y esquemática revisión de este debate, con un propósito: enmarcar la discusión actual y precisar las referencias para desarrollar una interpretación conforme a la tradición marxista, que recupere estos aportes, pero que introduzca desarrollos contemporáneos ligados al desarrollo actual de este marco conceptual. Se exploran entonces nociones como la simultaneidad de prácticas de agentes heterogéneos en un mismo espacio mercantil, la articulación entre la producción, la circulación y el consumo de diversas formas de producción y la emergencia de rentas urbanas asociadas a prácticas mercantiles simples que la reflexión marxista de los años setenta apenas esbozaba y que hoy día pueden ser muy fructíferas en términos de interpretación y de diseño de líneas de acción. 

				Palabras clave: informalidad urbana, vivienda informal, vivienda popular, autoconstrucción, mercado informal de suelo, urbanización, marginalidad.

				Introducción

				La precariedad habitacional de amplios sectores de la población urbana es una calamidad que ha acompañado a las ciudades latinoamericanas tal vez desde sus comienzos. En esto quizás su historia no se distinga mucho de la de las ciudades ubicadas en los países capitalistas centrales. Sin embargo dos rasgos ofrecen cierta peculiaridad en las manifestaciones de este fenómeno en las urbes de la región: en primero es su persistencia. Las dificultades habitacionales siguen siendo muy graves y los tímidos progresos en su combate muestran un claro desfasamiento respecto al crecimiento económico y al avance en otros frentes de mejoramiento de las condiciones de vida. Por otro lado es notorio que la penuria habitacional aparece íntimamente ligada a modalidades de producción del espacio construido y a ciertas formas de ocupación del suelo por los pobladores más pobres que contrastan con las del resto de la población y que suelen percibirse como una alteridad. En nuestra región, a lo largo de los años y desde mediados del siglo XX se han sucedido diversas interpretaciones sobre esta diferencia en las prácticas habitacionales populares que parecen ligarse a estrategias de acción estatal para enfrentar las preocupantes carencias de vivienda de los más pobres. 

				En este texto revisaremos algunas de las representaciones más importantes de este fenómeno y sus líneas de política correspondientes, incluyendo la que parece predominante hoy día, la de la “informalidad”. Intentaremos analizar esta última desde una perspectiva crítica en la tradición marxista. Para ello retomaremos algunos planteamientos que en el pasado se elaboraron con esa óptica en el continente, pero los tamizaremos con algunos desarrollos teóricos recientes en esta tradición. Se trata sin embargo de una reflexión en marcha que si bien no arriba a conclusiones tajantes, a nuestro juicio abre una senda interesante de reflexión que potencialmente puede alimentar líneas de acción.

				Además de la introducción conforman este texto otras cuatro secciones. En la segunda examinamos las tesis dualistas culturalistas de la Teoría de la Marginalidad, la primera interpretación sistemática sobre el asunto, y analizamos lo que consideramos son sus dos vertientes. En la tercera analizamos la crítica estructuralista y marxista dependentista de los años setenta y ochenta a estas tesis y algunas de sus conclusiones de política. En la cuarta sección examinamos muy sucintamente el planteamiento liberal de informalidad. Y en la quinta y última exponemos algunas reflexiones de una interpretación marxista de este fenómeno que busca incluir algunos desarrollos teóricos recientes al respecto. 

				El dualismo culturalista: la Teoría de la Marginalidad

				La primera formulación de una interpretación con pretensiones de sistematicidad sobre estos contrastes de las prácticas espaciales en nuestras ciudades se realizó desde los tempranos años sesenta del siglo XX (aunque con algunos antecedentes importantes) y desembocó en lo que se ha conocido como Teoría de la Marginalidad, que en sus orígenes estuvo adscrita a la tradición de la sociología urbana estadounidense de corte positivista (y a sus antecedentes clásicos alemanes de comienzos del siglo XX). Dentro de estas concepciones la ciudad desempeña un papel decisivo en el tránsito de las sociedades desde un estadio “tradicional” hasta un estadio “moderno”: la primera situación corresponde a un ámbito rural, pero la ciudad, con su capacidad de multiplicar la interacción, de debilitar el control social que inhibe el cambio, etc., da paso a la sociedad dinámica, abierta, con un nivel de vida alto que conocemos como “moderna”. 

				En la América Latina de mediados de ese siglo, las ciudades, que crecen velozmente y que atraen de manera abrupta a ingentes conglomerados de migrantes desde las zonas rurales, parecen haber cumplido su papel esperado de modernización” en los procesos de cambio social ligados a la industrialización substitutiva: sus manifestaciones físicas son conspicuas y aparecen rascacielos, avenidas, sectores comerciales cosmopolitas, conjuntos de vivienda previamente desconocidos. Pero he aquí que paralelamente a esta exitosa modernización la ciudad muestra porciones cuya magnitud crece de manera alarmante desentona con este trayecto a la tierra prometida: barrios pobres que se construyen de manera precaria, cuya apariencia recuerda precisamente a los poblados del campo tradicional, atrasado y renuente al cambio, habitados por grupos muy pobres, fundamentalmente de recién llegados, que mantienen comportamientos y valores extraños a este proceso de transformación. El campo y la sociedad tradicional perviven y se reproducen en el territorio de las nuevas aglomeraciones urbanas: para recordar una expresión de la época, emerge un proceso muy enigmático de “ruralización de las ciudades”. Grupos importantes de la sociedad quedan al margen del progreso y de la transformación social, de donde surge la denominación de esta interpretación: Teoría de la Marginalidad.2

				La Teoría de la Marginalidad pretende explicar esta paradoja. Dadas sus raíces, su hipótesis fundamental es de tipo cultural: parecen existir inercias y barreras para que todos los grupos de la sociedad puedan participar en el avasallador tránsito hacia la sociedad moderna. Estos cambios, que en cierta medida vienen inducidos desde fuera, se dan en América Latina con una celeridad tal que ciertos contingentes de población no tienen tiempo para adaptarse: persisten en sus valores y prácticas ancestrales, que no solamente están presentes como un residuo, sino que constituyen una barrera para el cambio mismo. Dentro de este amplio entendimiento existen notables variaciones en la identificación precisa de estas barreras, lo que conduce a estrategias de política pública bastante diversas.

				La erradicación de tugurios y la producción estatal de vivienda social

				Si ordenamos estas líneas de política pública en un espectro ideológico —cuya linealidad es problemática, como veremos, pero que proponemos aquí en aras de la nitidez de la exposición—, en un extremo ubicaría yo lo que en algún momento denominé “Teoría de la Marginalidad” de derecha, la que cronológicamente se consolidó primero. Esta versión pone énfasis en el impasse en que se ven atrapados ciertos grupos frente al proceso de modernización dada su velocidad. El cambio social y en particular la urbanización han sido fenómenos tan acelerados que los grupos en cuestión no han tenido tiempo de adaptarse. En lo que respecta a sus manifestaciones físicas en las ciudades es importante la identificación de estos grupos como migrantes: su reciente pasado rural los conduce a conservar sus hábitos, sus formas de construir y de comportarse en el espacio que ocuparon durante siglos y hasta hace muy pocos años en el campo. Se trata de una percepción relativamente optimista, pues se señala que este fenómeno es un derivado de un proceso de cambio, y se tiene la expectativa de que su propio avance terminará por superar este bloqueo que de alguna manera es transitorio. Por otra parte se trata de un asunto impersonal y en cierta manera inevitable: no existen por lo tanto responsables específicos.

				Pero esto no quiere decir que el fenómeno no sea en sí mismo problemático, de donde se desprende la necesidad de que el Estado emprenda algunas acciones para acelerar y dirigir la superación de este atasco. Son dos sus aspectos problemáticos. El primero tiene que ver con el impacto de estos “bolsones de ruralidad” en la ciudad como un todo: quebrantan la homogeneidad del espacio en trance de modernización, lo que implica una ruptura en términos ideológicos y una fractura de los imaginarios, y también genera perturbaciones en el despliegue espacial de los mercados inmobiliarios. “Cinturones de pobreza” era una expresión reiterada en su momento, y otras un poco más explícitas señalaban estas “villas”, “tugurios”, “favelas” y todas las denominaciones que se acuñaron en los distintos países como un “cáncer de la ciudad”. Pero por otro lado estas expresiones físicas anómalas no se conciben solamente como un resultado, sino que también retroalimentan los elementos que les dieron origen: en los migrantes protagonistas de esta urbanización “espontánea” y “desordenada” dichos barrios refuerzan los valores y prácticas tradicionales que los excluyen de la transformación hacia la modernización. El espacio marginal reproduce la marginalidad.

				La noción de “marginalidad” se extiende entonces no solamente a lo físico, también a lo social y a lo económico. Esta interpretación registra que correlativamente aparece una “masa marginal” de población cuyos valores anacrónicos impiden a sus integrantes convertirse en asalariados o en empresarios modernos en lo económico, e imposibilitan su participación en las instituciones políticas y sociales avanzadas. Y si el origen y la consolidación de estos esquemas socioculturales están alimentados por su soporte físico, que es “rural” a pesar de estar localizado en la ciudad, tiende a haber una correspondencia estrecha entre esta masa de “marginales” y los barrios “marginales” que ocupan. De tal manera la ciudad se divide en dos: una parte moderna y una parte marginal, que coexisten pero que parecen ser muy diferentes tanto en su apariencia como en su contenido.

				De tales consideraciones se desprende una estrategia de política con respecto a esta ciudad marginal, la cual tiene dos componentes. El primero de ellos es la lucha contra los barrios marginales que trata de reprimir sus procesos de producción y de remover los barrios ya existentes. Como en general estas prácticas espaciales caen en la trasgresión jurídica —algo que va a cobrar mucha importancia sobre todo en la percepción del fenómeno— se pretende hacer cumplir la ley y la normatividad urbanas, pues muchos de estos barrios son invasiones que no respetan el régimen de propiedad, y otros violan la reglamentación urbanística e inmobiliaria. Pero el principio no es sólo legal, sino que se persiguen algunos objetivos sociales y urbanos. La remoción de los barrios populares que trasgreden de manera más flagrante el dispositivo funcional de la ciudad o su esquema de segregación socioespacial busca un objetivo técnico y de eficiencia para el desarrollo de la ciudad como un todo. Con este argumento se ha justificado —en general con éxito en el conjunto de la opinión pública— la supresión de muchas barriadas en los centros de las ciudades o en los sectores donde se asientan las capas de mayores ingresos. 

				Pero con estos desplazamientos se perseguía otra meta: romper el círculo vicioso ya aludido en que el espacio marginal reproduce y acentúa la marginalidad social. Aparece entonces un complemento a la primera acción: se procura trasladar a estos grupos que han sido expulsados de los barrios espontáneos a conjuntos de vivienda modestos, pero concebidos con criterios recientes, que ayuden a la modernización de sus ocupantes. En general se trata de programas que promueve el Estado con un urbanismo regular, con viviendas construidas con diseños “funcionales” en que el espacio regulado suscite valores y actitudes compatibles con los procesos globales de cambio.

				Está claro que la primera parte de la política —la “erradicación de tugurios”, como se le llamó en algunos países— implica la apertura de un frente de conflicto con los grupos populares implicados, que con frecuencia ha conducido a una represión severa. En el mejor de los casos revela un etnocentrismo profundo, un gran desprecio y una notable incomprensión de los procesos sociales y económicos que acompañan estos hechos físicos.

				La segunda parte de la política —la construcción de conjuntos de vivienda social “modernos”— ha sido objeto de múltiples objeciones, algunas de las cuales trataremos más adelante, pero su principal limitación emerge, más que de la crítica, del desarrollo objetivo: estos programas, generalmente promovidos por el Estado, implican un costo fiscal notable que ha revelado que los recursos destinados a este fin suelen ser extremadamente insuficientes respecto al vertiginoso crecimiento de las necesidades habitacionales de los citadinos de menores ingresos. A pesar de que en la mayoría de los países latinoamericanos se hicieron esfuerzos muy notables para producir vivienda social, de que se crearon promotores estatales poderosos cuya producción fue importante en nuestras urbes y de que se construyeron secciones cuantitativamente significativas de ese tipo de viviendas, una porción muy notable de los pobladores más pobres, a menudo mayoritaria, no logró acceder a sus beneficios. Su única opción fue precisamente recurrir a la “urbanización espontánea”, que proliferó con magnitudes impensadas unos años antes: a pesar de la acción del Estado inspirada en esta percepción, más que nunca el resultado tangible fue ese contraste entre una ciudad moderna, con niveles de infraestructura y apariencia física considerados normales, y otra ciudad “marginal” con muchas precariedades, con una apariencia contrastante y que albergaba procesos sociales y económicos que parecían superados.

				A lo largo del tiempo, y dado el enorme volumen de esta urbanización espontánea, las prácticas más represivas fueron cediendo y dieron paso a actitudes de mayor tolerancia, que a menudo se adoptaban de manera no precisamente voluntaria. Pero en los organismos encargados de enfrentar la penuria habitacional persistieron muchas prevenciones respecto a la actividad constructiva popular: sus resultados se siguieron percibiendo como insuficientes, aceptables solamente por la dificultad de contar con una alternativa, y persistió una profunda desconfianza respecto a la organización y a la participación populares, siempre sospechosas de perseguir fines exclusivamente reivindicatorios y confrontación.

				La “libertad de construir” y la autoconstrucción dirigida

				Si existe una Teoría de la Marginalidad de “derecha” es porque hay una Teoría de la Marginalidad de “izquierda”. Con esto nos referimos a una variante de esta misma percepción de la marginalidad, pero con algunas alteraciones en el diagnóstico que la conducen a líneas de política muy divergentes. 

				Ya desde los años sesenta aparecieron nociones sobre la marginalidad social general en que se cuestionaban algunos aspectos de la versión más canónica de la teoría. En particular se exponían ciertas dudas sobre la expectativa de que el simple desenvolvimiento de la modernización pudiera disolver de manera paulatina las trabas que dejaban fuera a ciertos grupos; lo que se constataba en la práctica era que a medida que avanzaba el “desarrollo” pervivían e incluso aumentaban los grupos con actividades “tradicionales” y atrasadas, tanto en el campo como en la ciudad: campesinos, artesanos, pequeños comerciantes, buhoneros, tramitadores, y una miríada de ocupaciones muy poco productivas cuyo único sentido era la búsqueda de una sobrevivencia en condiciones muy precarias. Y esto se remitía a matices importantes respecto al diagnóstico. 

				Las barreras para la vinculación de los grupos excluidos del progreso no eran simplemente inerciales, sino que provenían de la reticencia de los grupos dominantes tradicionales a renunciar a algunos privilegios —lo cual era necesario para un desarrollo más inclusivo—, y de la negligencia del Estado para inducir tales cambios. Estos analistas proponían entonces no solamente esperar el avance automático de la modernización, que no llegaría de manera espontánea o tardaría milenios, sino impulsar cambios sociales que aceleraran dicha mutación. Algunas de estas propuestas implicaban en la práctica una actitud muy crítica frente a las realidades políticas y sociales imperantes, por lo que la denominación de “izquierda” cobra sentido, pues en el plano ideológico tales reflexiones y sus propuestas tuvieron ese matiz: proponían una reforma agraria para rescatar a los campesinos de sus prácticas atávicas y al mismo tiempo, para detener su éxodo a las ciudades proponían que el Estado realizara esfuerzos significativos y universalistas en las ofertas educativas; exigían cambios en las estructuras políticas que condujeran a combatir el clientelismo y otras modalidades de manipulación en este campo; y señalaban la necesidad de instaurar regímenes laborales más avanzados y generosos para luchar contra la precariedad en este ámbito, etcétera.

				En lo que tiene que ver con la urbanización, desde finales de los años sesenta aparece una tendencia que se va a consolidar a lo largo de la siguiente década, que llama a cambiar de manera radical la percepción sobre las prácticas espaciales catalogadas como marginales. El punto central es un llamado a reconsiderar estas prácticas como resultado de una insuficiencia cultural o social de los pobladores, y a replantearse su calificación como algo irracional o inadecuado. Conforme a esta idea los barrios edificados espontáneamente por los contingentes de migrantes llegados súbitamente a la ciudad y que constituyen una porción tan considerable de ella, no son el fruto de una inadecuación cultural, sino una respuesta sumamente racional de estos grupos ante condiciones sociales muy precarias, y que en lugar de ser un obstáculo para su promoción social es un soporte de ella: sin este esfuerzo ingente de los pobres por hacer sus viviendas y sus barrios, la penuria habitacional habría sido pavorosa, mucho más grave lo que se manifiesta en la práctica, ya de por sí alarmante (Turner, 1976).

				Desde esta perspectiva se asegura que el procedimiento que han adoptado estos pobladores para hacerse de un alojamiento, la autoconstrucción, presenta una serie de rasgos muy interesantes e inesperadamente positivos que ameritan una revisión radical sobre el curso de acción frente a él. Los argumentos al respecto son muy conocidos porque han animado durante décadas la discusión sobre la política de vivienda popular, pero mencionemos de manera sucinta los más importantes.

				La autoconstrucción en vez de una muestra de irracionalidad sería la respuesta lógica ante las condiciones de los pobres urbanos; en la búsqueda de alojamiento su principal problema es la escasez de recursos monetarios. Con este procedimiento se sustituye este recurso escaso por otro que para ellos es relativamente abundante: la fuerza de trabajo propia, que a menudo no pueden vender, pues en esos grupos son altos los niveles de desempleo y sus miembros recaen de manera intermitente en esta situación. 

				La autoconstrucción puede realizarse de manera progresiva, en un lapso largo de tiempo y con oscilaciones en sus ritmos; esto es muy importante para diferir los pagos —al financiamiento, al que tienen poco acceso— y se adapta muy bien a las situaciones cambiantes de disponibilidad de ahorros y de fuerza de trabajo, dado que su actividad laboral es esporádica. 

				La autoconstrucción no es solamente una manera de procurarse un valor de uso, sino un mecanismo para obtener ingresos. El alquiler de cuartos para vivienda a otros pobladores, o de espacios para pequeños negocios o talleres, es un incentivo poderoso para que se embarquen en un proceso de autoconstrucción. Estos ingresos complementarios son estratégicos porque en general son más continuos que sus irregulares recursos laborales y constituyen una de sus pocas posibilidades de acumular una masa de valor y de ahorro. Es una forma de valorizar su fuerza de trabajo sobrante que de otra manera se desperdiciaría. La edificación de una vivienda es a menudo la única posibilidad que tienen las familias de dotarse de una pequeño patrimonio a lo largo de una vida de ahorro y de trabajo (Valenzuela y Vernez, 1974).

				Algunos autores destacan la potencialidad de este dispositivo para adaptarse al ciclo de vida de las familias migrantes. El espacio de la vivienda puede ir aumentando a medida que la familia se multiplica. Cuando los hijos crecen y se independizan liberan una parte del espacio construido que se puede arrendar, lo que coincide con la edad en que los padres entran en un periodo en que se producen sus posibilidades de obtener ingresos laborales: esto desempeñaría el papel compensatorio que debería cumplir los esquemas de seguridad social de los que en general están excluidos estos grupos.

				La conclusión que de aquí se extrae es que debe cambiar de manera radical la política frente a la urbanización espontánea; en lugar de combatirla, es preciso reconocer su contribución, e incluso incentivarla y orientarla. Es irracional ignorar los enormes esfuerzos de los pobladores que se cristalizan en un parque inmobiliario gigantesco con un inmenso valor económico. 

				Pero incluso algunos van más allá en términos de la reorientación de la política. Dado que los recursos que pueden dedicarse a este fin son limitados, debe reconocerse la conveniencia de comprometerlos en la producción estatal de conjuntos de vivienda planificados. Los elevados costos de estas inversiones han de atribuirse a la ineficiencia burocrática e incluso a la corrupción: sus esquemas de operación los hacen inaccesibles a los más pobres y a aquellos cuyas opciones laborales son irregulares. Incluso sus resultados físicos a menudo son inadecuados a las realidades culturales y sociales de los grupos implicados. En estos aspectos contrastan con la autoconstrucción espontánea, que llega a los más necesitados y cuyos productos, si se les mira con menos etnocentrismo, responden a las necesidades y potencialidades de sus gestores, que son sus mismos usuarios. Se concluye por lo tanto que no solamente se debe apoyar la autoconstrucción, sino que conviene reasignar a este propósito los recursos que se dedican, con poca eficiencia, a la producción estatal de vivienda social. 

				Es interesante seguir la evolución del estatus político de estas tesis que muta en el tiempo de manera significativa. Originalmente quienes las sostuvieron tuvieron que enfrentar las políticas estatales, a veces de manera radical. Dichas elaboraciones cuestionaron la acción de las instituciones oficiales que atendían la vivienda social y fueron un estandarte para resistir las expulsiones de barrios populares. Muchos de sus animadores, ligados eventualmente a organizaciones de pobladores, sufrieron en carne propia la represión. 

				Pero este sentido contestatario y disidente se transformó rápidamente. La idea de reformular la política de vivienda social apoyándose fundamentalmente en la promoción de la autoconstrucción sorprendentemente comenzó a permear los círculos oficiales a partir de determinado momento y tuvo una especial acogida en los organismos multilaterales de promoción del desarrollo. Inesperadamente, lo que en un momento fue anatema en ese medio pronto se convirtió en referente de la política oficial. 

				No hay que descartar en este resultado el poder de convencimiento de quienes defendieron estas posiciones y persuadieron de que tal curso de acción era más razonable en términos políticos, más eficaz en términos técnicos y a la vez más realista respecto a las posibilidades de acción efectiva de nuestros estados. Sin embargo vale la pena mencionar una opinión menos favorable que expresaron algunos de sus críticos (Pradilla, 1976): las políticas basadas en la autoconstrucción se revelaron especialmente atractivas en el plano político, pero más bien como mecanismo de cooptación de la movilización de los pobladores. Un programa de ayuda a la autoconstrucción puede llegar a una población más numerosa, utilizando para ello menos recursos fiscales que un programa convencional y con un resultado inesperado: los implicados, que objetivamente reciben menos beneficios, se sienten incluidos en la política y son menos contestatarios que los usuarios de la vivienda social que edifica el Estado, quienes a menudo protestan por la baja calidad de los inmuebles, por las condiciones de pago, etc. Los autoconstructores sienten que reciben apoyo en un proceso que llevarían a cabo aun sin ayuda.

				Cabe mencionar algunas alineaciones un poco inesperadas respecto de esta estrategia. Los gobiernos nacionales, y particularmente los organismos estatales promotores de vivienda, a menudo fueron renuentes a utilizar la autoconstrucción como eje de la política de vivienda e insistieron en la promoción convencional. De hecho en su momento los organismos multilaterales tuvieron que ejercer presiones y condicionamientos para obligar a que se adoptaran estas líneas, que hay que decirlo, no consistían en la simple aceptación de la autoconstrucción espontánea, sino en acciones dirigidas y a menudo mixtas que intentaban racionalizar algunas de estas prácticas pero conservando lo que se percibía como sus potencialidades: programas de vivienda incompleta en que los usuarios concluían con el tiempo el núcleo básico, que les suministraba un promotor oficial; programas de vivienda progresiva en que estaban previstas las ampliaciones, y en un caso extremo, lotes con servicios en que la vivienda se autoconstruía, con cierta orientación, pero los organismos promotores suministraban el urbanismo y la infraestructura. Probablemente influyeron varios factores en esta reticencia de los organismos de vivienda nacionales, como el papel ideológico de la producción de espacio construido “moderno” que seguía siendo importante en términos globales; los intereses de la construcción privada, que subcontrataba en estas operaciones promovidas por el Estado; la lógica institucional de estos organismos, etcétera.

				Esta percepción de la política de incentivos a la autoconstrucción y de crítica a la acción promotora del Estado encontró un aliado inesperado en las propias organizaciones populares de viviendistas y en las organizaciones no gubernamentales y similares que las apoyaban (Riofrío, 1978), que aportaron un argumento convincente a favor de la autoconstrucción: su virtualidad, que va más allá de ser un mecanismo para obtener un valor de uso, de generar movilización colectiva y desarrollo político entre los pobladores que permite su promoción como ciudadanos organizados partícipes de la vida política. Esto, desde su punto de vista, contrasta con el tratamiento de los organismos estatales promotores de vivienda social que ven a sus beneficiarios como simples usuarios y que incluso son sumamente recelosos de sus organizaciones que consideran sospechosas de tener objetivos de reclamo y de confrontación.

				La crítica marxista y estructuralista al dualismo y al culturalismo

				Un eslabón ulterior en esta discusión que se ha desarrollado a lo largo de los años en América Latina fue la reacción ante las tesis anteriores de lo que se ha conocido como el estructuralismo latinoamericano y de la tradición marxista dependentista, que tiene algunos nexos con el anterior. En principio se cuestionan dos nociones que son centrales en la Teoría de la Marginalidad: la primera es la idea de que la sociedad en estos países está compuesta por dos secciones, una de ellas moderna y otra tradicional, que aunque coexisten, tienen rasgos profundamente diferentes y pocas relaciones entre ellas: es una crítica al dualismo. La segunda noción se refiere a que el obstáculo para que la sección atrasada se integre al polo moderno es de tipo cultural o resulta de factores institucionales o derivados exclusivamente de una política deliberada.

				El punto de partida de esta crítica es la aseveración de que lo que se percibe como “marginalidad” no es otra cosa que el resultado estructural del proceso de acumulación periférico y subordinado que genera deformaciones respecto a la configuración de los países centrales: el bajo ritmo de crecimiento económico resultante de un comercio internacional con términos de intercambio desfavorable, el carácter precozmente monopólico de sus distintos mercados, su especialización en ramas extractivas y atrasadas técnicamente, el drenaje permanente del excedente por medio de la remisión de utilidades frente a mutaciones sociales y técnicas que aceleran el crecimiento demográfico, conducen a que haya una inmensa masa de población que no pueden absorber los procesos productivos empresariales en el campo ni en la ciudad. Los “marginales” constituyen una sobrepoblación relativa que debe buscar formas de sobrevivencia en actividades parasitarias o poco productivas no debido a una limitación cultural o a alguna inhabilidad, sino como resultado de estos fenómenos de conjunto. En la medida en que el capitalismo periférico se consolida, este rasgo, en lugar de ceder, se agudiza, y al lado de las actividades económicas organizadas en términos de la captura de la plusvalía y de la búsqueda de la acumulación, proliferan otras actividades que tienen como sentido primordial la sobrevivencia (Quijano, 1970; Castells, 1970; Kowarick, 1975). 

				Pero estas actividades de sobrevivencia precaria no son solamente residuos y excrecencias de la acumulación: esta óptica sostiene que las actividades denominadas marginales desempeñan un papel funcional respecto a este capitalismo periférico. Gracias a ellas se produce una serie de bienes y servicios que requiere el capital y que puede obtener a precios ínfimos. Los vendedores ambulantes y pequeños comerciantes distribuyen bienes industriales con un margen comercial bajísimo. Los campesinos y los pequeños artesanos urbanos producen mercancías que operan como materias primas de la industria con precios reducidos. Una multitud de servicios muy baratos se suministran a las empresas por esta vía: vigilantes, aseadores, trabajadores de mantenimiento, etc., cuya labor hace posible el funcionamiento de las empresas en el capitalismo periférico (Oliveira, 1972).

				Pero otra complementariedad entre estos dos sectores tiene lugar en el proceso de reproducción de la fuerza de trabajo (Nun, 1969). Para contrarrestar las desventajas del capital que opera en la periferia respecto a sus competidores centrales, ya que estos últimos gozan de grandes economías de escala y de aglomeración, se adopta la estrategia de contratar mano de obra con muy baja remuneración, con salarios que son incluso inferiores al mínimo vital. 

				El gran volumen de la masa de población excedente contribuye de manera decisiva a esta contracción de salarios mediante la competencia en el mercado laboral, con el conocido mecanismo del “ejército industrial de reserva”, en el vocabulario marxista. Esta “ventaja competitiva” del capital que opera en la periferia le permite contrarrestar al menos parcialmente las ventajas con que cuenta el capital que funciona en los países centrales. El sector de sobrevivencia contribuye a este resultado en dos campos adicionales. Uno de ellos consiste en la generación de una serie de bienes y servicios de muy bajo precio que consumen los trabajadores para su reposición, lo que hace compatible la reproducción de la fuerza de trabajo con niveles de salario monetario muy reducidos: esto a pesar de que tal recurso implique a menudo una gran precariedad en las características de dichos bienes y servicios. El otro rol de estas actividades de sobrevivencia es que funcionan eventualmente como complementos en la generación de ingresos en las familias que tienen trabajadores asalariados en el sector capitalista. Se constituye así una suerte de proletarización peculiar: si la unidad de la reproducción de la fuerza de trabajo es la familia, y los individuos proletarizados no reciben una remuneración suficiente para el sostenimiento de ella, otros miembros del hogar tienen que movilizarse para obtener ingresos adicionales, y estas actividades de sobrevivencia ofrecen para ello una oportunidad precaria pero muy necesaria (Ayala y Rey, 1979). 

				Como derivado de esta reflexión se replantea la idea dualista de que en los grupos populares existe una clase obrera moderna separada de una masa marginal: en realidad esta proletarización peculiar implica que los trabajadores asalariados en empresas convencionales se apoyen en otros miembros de la familia que se dedican a actividades “marginales”, y que en su reproducción acudan a bienes y servicios producidos de manera no capitalista por sus pares, constituyendo un solo conglomerado social. 

				La marginalidad espacial urbana no sería sino otra manifestación de este “régimen de salarios bajos” que está en el centro de la acumulación capitalista periférica, agravada por el vertiginoso crecimiento de las ciudades que genera ella misma: los bajísimos ingresos de la población excluyen a grandes sectores de la demanda solvente de la producción capitalista de vivienda, y esto se exacerba porque las fuertes corrientes migratorias hacia las ciudades catapultan esta demanda potencial, incluidos notablemente los recién llegados que requieren alojamiento urbano de manera perentoria. La autoconstrucción, la ocupación de terrenos subequipados, etc. son mecanismos que contraen el costo monetario del salario, aunque impliquen una gran precariedad y penalidades ingentes para los pobladores. En otras palabras, se trata de dispositivos que contribuyen a la sobreexplotación y al afianzamiento de esta acumulación basada en un régimen de salarios exiguos.

				De aquí se extrae una conclusión de política que entra en clara contradicción con el llamado de la Teoría de la Marginalidad de izquierda a dirigir la política habitacional del Estado hacia el apoyo a la autoconstrucción y aun más, a la subordinación y eventualmente al abandono de la promoción estatal de vivienda social. Para esta crítica estructuralista y marxista dependentista tal decisión implicaría alentar el traslado del costo de reproducción de la fuerza de trabajo a los mismos trabajadores, liberando de esta manera a los capitalistas de pagar un salario acorde con las necesidades de reconstitución humana, y abriendo la posibilidad de que el Estado tampoco asuma plenamente sus responsabilidades de complementación del salario mercantil mediante un mecanismo de salario indirecto dentro de un esquema de estado de bienestar (Pradilla, 1976).

				La aproximación marxista introduce el análisis de diversas formas de producción como dispositivo de interpretación de la heterogeneidad del resultado espacial del espacio construido en la ciudad. Dadas las características técnicas y socioeconómicas del proceso de producción de vivienda, las relaciones capitalistas tienen dificultades estructurales para copar la totalidad de esta esfera, y es más difícil superar estos escollos en el capitalismo periférico. Como resultado, el proceso de dominación de las relaciones capitalistas en la rama es algo inacabado: al lado de la promoción capitalista coexisten otras formas de producción, entre las que pueden distinguirse la producción estatal (que sería una producción capitalista desvalorizada), la construcción por encargo, y desde luego la autoconstrucción. Entre ellas se establece una serie de relaciones cuantitativas y cualitativas determinadas por los rasgos específicos de la estructura urbana y socioeconómica, pero cada forma de producción sigue su propia lógica. Cada una tiene acceso a determinadas técnicas, la accesibilidad de sus productos difiere en las distintas capas y su resultado físico también varía (Pradilla, 1976; Jaramillo, 1981; Schteingart, 1989).

				En tal contexto esta posición encuentra que la Teoría de la Marginalidad embellece las características de la autoconstrucción y subestima sus debilidades. Por su naturaleza, la autoconstrucción no tiene acceso sino a técnicas muy precarias, no puede sacar partido de economías de escala, y su carácter espontáneo, con escasa prefiguración, la conduce a errores reiterados muy costosos para los pobladores. 

				La edificación es un proceso muy complejo que requiere muchos conocimientos especializados, y el atribuirle estas habilidades a los pobladores como algo innato no es otra cosa que voluntarismo. En lo que respecta al equipamiento de los terrenos este proceso muestra limitaciones aun peores: el suministro correctivo de redes e infraestructura después de haberse construido los inmuebles multiplica los costos y con frecuencia acarrea dificultades irreparables. Propender por una política que renuncie a la producción estatal, que cuenta con la posibilidad de utilizar los avances de la planificación y el diseño, que puede emplear técnicas avanzadas, aprovechar las economías de escala, y centrarse en el apoyo de la actividad popular, implica resignarse al atraso productivo, a edificar viviendas que finalmente son mucho más costosas tanto para el Estado como para los pobladores y cuyo precario resultado afecta negativamente tanto a los usuarios directos como a la ciudad en general. Proponen por lo tanto el curso contrario: exigir a los empresarios capitalistas salarios que den a los trabajadores la posibilidad de acceder a viviendas producidas con técnicas y estándares modernos, y al Estado un compromiso mayor en la producción estatal de vivienda social que complemente estas magnitudes en términos de salario indirecto, y que llegue a los grupos que no tienen una vinculación laboral directa con el capital.

				Conviene mencionar algunos reparos que se hacen a esta posición y, sobre todo, algunos referir vacíos. En principio se critica que este análisis más o menos ortodoxo no tenga en cuenta o no dé respuesta a procesos reales muy importantes, y que esto es grave incluso desde el punto de vista de los objetivos que se plantean los marxistas respecto al sentido de su trabajo intelectual: servir de referente a la movilización popular y a la transformación de la sociedad. Lo cierto es que en las ciudades latinoamericanas se han acumulado porciones muy importantes del territorio producidas por autoconstrucción y con formas de ocupación del suelo irregulares desde el punto de vista jurídico, y que hay movilizaciones para obtener del Estado mediante la reivindicación el equipamiento y el reconocimiento legal. 

				Así mismo, aun si la acción política de los pobladores se orienta a exigir el acceso a viviendas producidas con estándares modernos, es poco probable que se logren avances sustanciales en el corto y en el mediano plazos; mientras tanto, como las necesidades de alojamiento no dan tregua, grupos muy amplios de pobladores seguirán recurriendo a la autoconstrucción y a la urbanización espontánea. ¿Qué salida dar a estas situaciones de hecho? Quienes critican a esta posición destacan sus eventuales semejanzas con la conocida condena que hiciera Engels a finales del siglo XIX y comienzos del XX a las luchas populares por la vivienda, que consideraba reformistas porque se ocupaban de un fenómeno secundario y subordinado que distraía la potencialidad transformadora de las masas de la confrontación estratégica entre el capital y el trabajo. Sabido es que esta consideración perentoria aisló durante mucho tiempo a las fuerzas políticas inspiradas en el análisis marxista de las movilizaciones populares alrededor de la vivienda y el hábitat, y fue apenas a partir de los años sesenta y setenta del siglo XX, sobre todo en los países centrales, que tras una reconsideración de esa visión ultimista fue posible reformular dichas tesis y acercarse a las denominadas “luchas urbanas”. Pero al menos las versiones más puristas de este marxismo dependentista parecen permanecer en el plano ortodoxo de Engels y su “problema de la vivienda”. 

				Traigamos a colación, sin embargo, algunos argumentos de esta posición respecto a ese tema específico que tocan un punto de discusión muy actual, aunque tal vez se formule desde otra perspectiva. Algunos autores manifiestan que a pesar de que no juzgan conveniente adoptar como algo estructural una política de apoyo a la autoconstrucción, precisamente por consideraciones políticas e incluso humanitarias parece razonable ofrecer algunas respuestas a los pobladores que ya habitan los barrios autoconstruidos, en términos de apoyo a mejoramiento infraestructural o de las mismas viviendas, pero como algo puntual y no sistemático. Por otro lado consideran eventualmente aceptable, pero también como algo excepcional, que para los pobladores más pobres se desarrollen programas mixtos que articulen la producción estatal con las técnicas avanzadas para los procesos más complejos y que esto se mezcle con tareas técnicamente más sencillas que puedan desarrollar los mismos pobladores. 

				La contraargumentación es que por lo general estas acciones que se conciben como esporádicas tienden a reiterarse y esto consolida la misma práctica de la autoconstrucción con todas sus limitaciones: si los apoyos reparadores a posteriori se vuelven sistemáticos se convierten en un poderoso incentivo para que los pobladores en lugar de presionar por una solución adecuada se lancen a estos procesos precarios con la expectativa —que resulta razonable—, de que el Estado proveerá los faltantes, así éstos sean más costosos y limitados que aquellos que hubieran podido obtener en programas sistemáticos de vivienda social. Y esto tiene un agravante serio: como con frecuencia la autoconstrucción no es una práctica espontánea e individual como sino que está inducida por agentes mercantiles, verdaderos capitalistas, así sean irregulares, los urbanizadores piratas y los fraccionadores clandestinos de hecho quitan al poblador una parte de los subsidios y ayudas que el Estado suministra: los auxilios no sólo van a parar a otro agente distinto del que se propone, sino que se vuelve aún más rentable el ya magnífico negocio de la urbanización clandestina (Smolka, 2003)

				La noción liberal de informalidad y sus líneas de política

				Para las ciencias sociales no hay muertes definitivas. Tal vez porque esta reflexión tiene un componente tan importante de representación ideológica y de interés de clase, en los debates en que aparentemente se derrota alguna tesis rara vez se le liquida; generalmente continúa existiendo, pervive en la discusión, y algunas veces toma un nuevo aliento. Pero en estas resurrecciones con frecuencia las características de las nuevas encarnaciones no son las mismas de sus antecesoras y es necesario reexaminar sus flamantes atuendos. Algo de esto sucede con las tesis recientes sobre el fenómeno que nos ocupa; en ellas aparece una nueva representación alrededor de la noción de “informalidad” que es el referente de las políticas actuales sobre el tema: podemos reconocer aspectos cercanos a la Teoría de la Marginalidad en sus distintas variantes y tiene incluso elementos de la crítica estructuralista, pero todo ello articulado de manera especial y con una óptica distinta. 

				Digamos que el punto de partida es una visión liberal de la sociedad, lo cual consiste en primer lugar en la noción de que el bienestar y la prosperidad están asociados de manera inextricable al funcionamiento del mercado. Este mecanismo asegura la eficiencia, la innovación, la equidad. En principio, y en esto habría que remontarse a Adam Smith, todos lo hombres tienen una tendencia al intercambio, al mercado. Destaquemos que esta visión supone una homogeneidad básica entre los participantes en esta sociedad mercantil: la pulsión al cambio, que es sinónimo de racionalidad, está presente en principio en todos los individuos. Todos hacen cálculos sistemáticos, hacen elecciones racionales, ahorran, acumulan. Virtualmente todos son empresarios en potencia. 

				La pobreza se explicaría porque a algunos individuos se les presentan obstáculos para entrar en esta dinámica. La dotación inicial de los factores es uno de ellos. Quienes inicialmente tienen muy pocos recursos cuentan con menos oportunidades para sacar partido del mercado. Pero éste no es en sí mismo el verdadero escollo, ya que con el tiempo el acceso al mismo juego mercantil aseguraría la promoción de los que fueron más pobres al principio. Eventualmente existen algunas barreras que pueden impedir esta promoción y son algunos rasgos que están asociados a la pobreza inicial, en particular la falta de educación y de destrezas que les impide a estos individuos participar en el mercado laboral como empleados en firmas formales, u operar con eficiencia como pequeños empresarios independientes. 

				Otros impedimentos de tipo institucional son externos a los individuos. El principal de ellos es la inseguridad en los derechos de propiedad: todo agente mercantil, sea un gran empresario o un pequeño artesano, condiciona su dinámica a tener una garantía de que podrá gozar del fruto de sus esfuerzos, y esto solamente es posible si el sistema legal oficial le asegura la propiedad. Uno de los cuellos de botella que más coartan a los más pobres en nuestras sociedades consiste en que en sus estrategias de consolidación se ven impelidos a acudir a prácticas ilegales; esto se convierte en una trampa, pues si bien les da ventajas en lo inmediato, en el largo plazo les impide ir más allá de un nivel mínimo y bloquea su consolidación definitiva. 

				La relación con el marco jurídico viene siendo la noción crucial para entender y clasificar a los agentes económicos. En un lado estarían todas las grandes empresas, las firmas medianas y pequeñas y sus empleados, que respetan las normas y requerimientos oficiales, pagan sus impuestos, y están amparados por la acción reguladora del Estado que les garantiza sus derechos de propiedad; éste es el polo dinámico de la economía y de la sociedad, el sector formal. En el otro lado está la multitud de agentes que no respetan esas pautas. En general, por no acatar las normas gozan de ventajas de corto plazo, pero en el largo plazo encuentran en eso mismo límites infranqueables para su desarrollo y generan perturbaciones en la dinámica económica general; la violación misma de las normas suele acarrear efectos sociales negativos (que precisamente las normas intentan combatir), inhibe el desarrollo del sector formal, pues se constituye en una competencia desleal difícil de contrarrestar, es una vena rota en términos fiscales, etcétera.
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